Capítulo III: La Doctrina de la Seguridad Nacional, las dictaduras argentina y paraguaya y la represión sistemática

Aplicación de la doctrina de la seguridad nacional en la argentina
I. El punto de partida
Matar a un hombre no es defender una doctrina, es matar a un hombre

Castellión (Sébastien Châteillon), siglo XVI
Fuentes de la Doctrina de la Seguridad Nacional (DSN)
La Carta de San Francisco, de 1945, que gestó a la Organización de las Naciones Unidas (ONU), planteó una visión “universalista” según la cual las naciones partes comparten un interés común sobre todos los problemas mundiales, haciendo depender de dicha organización multilateral lo que concerniese al mantenimiento de la paz entre los Estados. Así, el nuevo sistema internacional instaurado a partir de la Carta de las Naciones Unidas, tuvo como característica principal la inserción del concepto de “seguridad colectiva”
 a los efectos de evitar que se vulneraran (alguna o) las tres reglas básicas del nuevo ordenamiento: el ejercicio de la igualdad, la soberanía y el respeto de la integridad territorial.

Al poco tiempo de instaurarse este sistema mundial, algunos Estados –en los que recaía la responsabilidad de garantía– practicaron políticas y generaron situaciones de hecho que tergiversaron el funcionamiento del mismo. Ya hacia 1947 la desconfianza mutua entre Estados occidentales y la Unión Soviética (URSS) –y la expansión de la influencia soviética en países periféricos– permitió la emergencia de dos polos o bloques: este y oeste. Con ello, el período denominado “Guerra Fría” se terminó de institucionalizar a partir de la sanción del Tratado de la Organización del Atlántico Norte (OTAN),
 del 4 de abril de 1949, sumando a ello, en el otro polo, las alianzas entre la URSS y otros países.
 Fueron también parte de estas estrategias el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) de 1947, entre Estados Unidos (EEUU) y países de América latina –que luego, en 1948, crearon la Organización de Estados Americanos (OEA).

Al respecto, autores como Juan Lanús plantean que la división del sistema y la disociación provocada por estos bloques y la “Guerra Fría”, practicada por las potencias centrales, limitó la libertad de acción de los países centrales y de los países periféricos –desde lo económico y lo político–, y facilitó también las transgresiones manifiestas a los principios rectores promulgados por el sistema internacional que se había instaurado (1978: 24). Entonces, la “Guerra Fría” colocó a los países de la periferia en un lugar en el que debían inclinarse dentro de las opciones ideológicas –que referían no sólo a la política externa practicada sino, y sobre todo, al tipo de constitución política y económica que dichos países adoptaban internamente– que presentaban las superpotencias de cada bloque. Con ello, el conflicto ideológico se transformó en la confrontación mundial.
No obstante, los planteamientos subjetivos y los mecanismos relativos a la “Seguridad Colectiva” y a la “Seguridad Nacional” en Estados Unidos
 surgieron con la creación, primero, de su National War College, en 1946 –de gran influencia para la creación de escuelas similares en América latina–, y luego con la formulación del Ley de Seguridad Nacional
 firmada por el presidente estadounidense Harry S. Truman el 26 de julio de 1947 y que tuvo los efectos de desvelar la nueva arquitectura para la “Guerra Fría”. Así, “la creación de un nuevo servicio clandestino estaba a punto” –recalca el periodista Tim Weiner (2008: 51), en su premiado libro sobre la historia de la Agencia Central de Inteligencia (CIA –por sus siglas en inglés)
 de EEUU.
 Al respecto, Weiner (2008: 28) escribe que Truman pretendía que la CIA “le sirviera como servicio de información global, proporcionándole boletines de noticias diarios”; aunque relata también que el presidente expresó que nunca quiso que la Central “actuara como una organización de espionaje. Jamás fue esa la intención cuando se creó”. Según el gobernante estadounidense, el establecimiento militar tendría un rol institucional para asesorarlo en política exterior, para lo cual, además de la CIA creó el Consejo de Seguridad Nacional (NSC –por sus siglas en inglés)
 (Yarmolinsky, 1971: 29).
El foco era el combate contra el comunismo y la preparación en relación con la agresión externa, sobre todo, donde la noción de la “Guerra Fría” involucraba tomar medidas económicas, políticas, tecnológicas, sociales, militares y paramilitares, en la concepción misma de la llamada “guerra total”. Y aquí es donde venía a mezclarse la idea de “seguridad colectiva”: esa lucha contra el comunismo no implicaba medidas sólo de orden nacional, sino “colectivas”, entendidas por el Departamento de Estado de EEUU como el mantenimiento por la acción común, de la seguridad de todos los miembros de una sociedad de naciones (Collins, 1973: 119). De allí surgió también el conocido TIAR –que arriba mencionamos–, pues la lucha que se proponía el país del Norte precisaba de acuerdos internacionales, planes y preparación comunes contra “el enemigo común”: el comunismo.

En tal sentido, el economista boliviano Andrés Nina (1979: 38-39) explica que “es así como la influencia norteamericana se refleja en la formulación de la Seguridad Externa,
 uno de los pilares de la Doctrina de la Seguridad Nacional, en cuanto a hacer frente a los antagonismos y presiones que provienen del exterior, en este caso de tipo ideológico”, dada, para ellos, la existencia en el mundo de dos frentes: la Democracia y el Comunismo. Coincidiendo con Nina, entonces,

la influencia de la Escuela Norteamericana se expresa en uno de los objetivos de la Seguridad Externa (la lucha contra el comunismo internacional, la existencia de dos bloques, la existencia de antagonismos externos) y en la instrumentación de los mecanismos encargados de la Seguridad Nacional tales como el Consejo de Seguridad Nacional y el organismo de inteligencia, (…) [dispositivos que] se orientan fundamentalmente a la Política Exterior (Nina, 1979: 39).

De este modo, inaugurado el período dado a conocer como “Guerra Fría”, se impuso en la región de América latina un enemigo externo, el comunismo internacional, representado por los países del Pacto de Varsovia, y uno interno, constituido por las “vanguardias comunistas”, que eran identificadas como las representaciones nacionales del enemigo externo.
Así, ese período histórico fue caracterizado para América latina, y desde el punto de vista estratégico, por una doble enemistad, la externa, con el bloque socialista, y la interna, con todos los ciudadanos que con sus reclamos debilitasen la posición del Estado en su lucha contra el comunismo. (Tibiletti, 2001).
Y fue en el marco en la Doctrina de la Seguridad Nacional (DSN) que se llevó adelante esa lucha contra los enemigos “subversivos” internos, iniciada a principios de los años 1950, en tiempos que Estados Unidos comenzaba a cultivar sus relaciones con una cantidad importante de oficiales latinoamericanos (Mora y Cooney, 2007: 128).
Definición de la DSN y su aplicación en América latina
A partir de una revisión bibliográfica
, encontramos que entre los autores que estudiaron los putschs militares latinoamericanos en su mayoría coinciden en que la Doctrina de la Seguridad Nacional (DSN) fue viga de todas esas dictaduras, a partir de la conformación de una eficiente subordinación de sus fuerzas armadas y Estados a los intereses de Estados Unidos en su lucha bipolar contra la Unión Soviética. Así, la DSN mantuvo la unificación a través de los dictados del departamento de Defensa estadounidense, mediante las Conferencias
 de Ejércitos Americanos y sus similares de las Armadas y Fuerzas Aéreas, así como también la Junta Interamericana de Defensa (JID)
 y la famosa Escuela de las Américas de Panamá.

Al respecto, Luis Tibiletti (2001) señala que esta subordinación de los regímenes militares de América latina “se continuó ejercitando aún durante los breves interregnos democráticos que tuvieron algunos países (como los casos de Argentina entre 1958/62, 64/66 y 73/76) a través de lo que dio en llamarse la diplomacia militar paralela”.
En su libro Doctrina de Seguridad Nacional, el coronel Alfonso Littuma Arizaga (1974) manifiesta la existencia de un mundo convulsionado por “ideologías extrañas, que tratan de destruir nuestra forma esencial de ser y de vivir, donde el aislamiento político equivale a la desaparición”. Señala también una fuerte confusión respecto del contenido de los ámbitos de delimitación de lo que se conoce como estrategia y como política, pues, según él,
cuando se habla de Política se quiere significar al campo de la acción de las élites civiles dirigentes del país, el terreno donde se mueven las organizaciones partidistas, los dominios del hombre de Estado, de aquel que se dedica a la “función” de gobernar o de hacer gobierno. Y se sigue pensando correlativamente, que la Estrategia es el “arte del General”, “el arte de conducir las batallas” (Littuma, 1974: 11).

Así, el coronel ecuatoriano advierte que los terrenos de la política y de la estrategia general,
 se interrelacionan y recubren de forma tal que, tratándose especialmente de la “seguridad nacional”, es muy difícil establecer líneas de demarcación o situarlas en compartimientos estancos. Con ésto, Littuma imprime una propuesta del sistema de seguridad basado en la DSN –denominada por él como la técnica de planeamiento de la seguridad nacional–, que cubra “la vulnerabilidad del Estado en sus dos aspectos: colectividad o comunidad y territorio, con el esfuerzo dirigido al primero de estos aspectos, contra el cual incidirán, de manera especial y más peligrosa, los antagonismos internos
 y externos, pues proporcionar seguridad a la Nación no significa la acción de defenderla de la amenaza de una guerra visible, eminentemente militar”, de fronteras, y sí del fortalecimiento potencial nacional. (1974: 26).
De allí deriva la definición de seguridad nacional propuesta por Alfonso Littuma (1975), autor del manual de la DSN, difundido en las escuelas de las fuerzas armadas latinoamericanas durante los años 1960 y 1970: “La seguridad nacional es la condición que resulta del establecimiento y manutención de medidas de protección, que aseguren un estado de inviolabilidad contra actos o influencias antagónicas”.

A la sazón, este concepto tiene dos dimensiones: la Seguridad Interna y la Seguridad Externa, siendo la primera definida como “el complejo de acciones realizadas por el Estado, en el marco de la Seguridad Nacional y en el ámbito interno del país con el objeto de destruir, neutralizar los antagonismos o presiones, de cualquier origen, forma o naturaleza, que se oponen o pueden oponerse a la conquista y mantenimiento de los Objetivos Nacionales”
 (Littuma, 1975: 62). Con ello, la influencia de la DSN en América latina fue tal que el establecimiento de la misma resultó indispensable para los golpes militares, a los efectos de estructurar el sistema de seguridad proporcionado por el Estado como garantía para la consecución y salvaguardia de sus objetivos; y para ello fue menester conseguir que todos los órganos de planeamiento gubernamental trabajasen conjuntamente para alcanzar las metas que permitieran el potencial de guerra supuesto.
En este sentido, los países que adoptaron la Doctrina de la Seguridad Nacional no sólo trataron de evitar cualquier tipo de conflicto (o “antagonismo” para utilizar una expresión común entre los ideólogos de la DSN) que los pudieran apartar del cumplimiento de los objetivos nacionales que los perpetradores se proponían, sino que además no aceptaban el disenso y la discordia. De esta manera, la sola crítica a los problemas estructurales, tales como las desigualdades socio-económicas y alta concentración de la propiedad rural, fueron consideradas como actividad subversiva, siendo penalizada por los instrumentos específicamente diseñados en base a esa doctrina del terror:

No se reconoce la existencia de conflictos estructurales provenientes de las distintas posiciones que los grupos sociales ocupan en la sociedad y que dan lugar a diversas percepciones y concepciones sobre la realidad social y su perspectiva histórica (…) sólo reconoce la existencia de un conflicto patológico resultante de la conspiración del enemigo de la patria o de los infiltrados por ella: la subversión, la infiltración ideológica, las desviaciones partidarias o el egoísmo. No existen diferencias naturales y legítimas frente al destino y altos objetivos de la Nación. Definidos éstos en forma abstracta e identificados Nación, Estado y Gobierno, las discrepancias con respecto a éste, son necesariamente atentatorias contra la Unidad Nacional, lo que debe ser prevenido y sancionado (Rey, 1980: 222).

Por tanto, la Doctrina de la Seguridad Nacional invocada por estos gobiernos golpistas ha sido un medio para generar consenso en el seno de la institución militar que identificaba la lucha contra la subversión con el rechazo de cualquier cambio y volviéndose campeones de una cruzada anticomunista continental bajo la égida de Estados Unidos (Rouquié, 1984: 385). En coincidencia, Daniel Feierstein (2009: 9) define a la DSN como “una reformulación de los escenarios del conflicto internacional desarrollada fundamentalmente por los Estados Unidos y consistente en la creencia de que la región latinoamericana era uno de los ámbitos privilegiados de la lucha contra el comunismo, y que dicha lucha no tenía fronteras territoriales sino ideológicas”.
En este orden de ideas, cabe mencionar que la idea de poder nacional tuvo una significancia clave en tal doctrina, entendiendo que los medios y recursos que asistían a la estrategia nacional participaban intrínsecamente en el desarrollo y encause de las fuerzas políticas, económicas y psicológicas de los Estados junto a sus fuerzas armadas en tiempos de paz o de guerra, con la finalidad de servir al objetivo nacional,
 mencionado por Littuma.

Asimismo, una síntesis de la aplicación militar de la DSN es planteada por el coronel Horacio Ballester (1993: 61), al explicar que, por un lado, el peso principal de la lucha armada contra el comunismo internacional lo llevaron Estados Unidos y sus aliados de la OTAN; y, por otro, el resto de las naciones americanas debieron:

a. Posponer todo enfrentamiento regional hasta tanto desaparezca el enfrentamiento Este-Oeste;

b. Mantener el orden interior de sus respectivos países, combatiendo la infiltración marxista y el desorden social resultante;
c. Colaborar en el mantenimiento del libre tránsito marítimo por los océanos que bañen sus respectivas costas;
d. Tener preparado un reducido contingente de intervención, más que para combatir realmente, para darle carácter multinacional del poder hegemónico contra un país de América (como el caso de Santo Domingo 1962/1963).

No obstante, lo cierto es que las realidades fueron profundizadas rápidamente, pues todo aquello que estuviese en contracorriente de los intereses estadounidenses (en lo económico, en lo político, en lo social) era automáticamente acusado de servir a los fines del comunismo internacional. “Macartismo”
 que se convirtió en moneda corriente en América latina, dando lugar a la represión sistemática a cargo de las fuerzas armadas y de seguridad contra sus propios pueblos, tal como se configuró en Argentina y Paraguay, casos que en este trabajo estudiamos. 

Asimismo, cabe recordar que, en 1951, el Congreso de Estados Unidos dictó la Ley Nº 165, llamada Acta de Seguridad Mutua, creando el “Programa de Asistencia Militar” (PAM), por medio del cual se perfeccionó incrementalmente la aplicación de la Doctrina de la Seguridad Nacional. Con el propósito de ofrecer entrenamiento y asesoramiento, así como subsidiar o vender a bajos precios equipamientos en desuso
 a las fuerzas armadas latinoamericanas –que proporcionaron fondos suplementarios al Departamento de Estado–, EEUU adquiría el derecho de instalar una Misión Militar en las comandancias superiores de cada fuerza armada de estos países, con el justificativo de supervisar el uso de lo facilitado por el PAM. El gobierno estadounidense confiaba grandemente en este Programa para lograr resultados efectivos contra los movimientos revolucionarios.
Un simple análisis del material que fue facilitado por el PAM, muestra claramente las misiones que, según la Doctrina de Seguridad Nacional, tiene asignada cada una de las Fuerzas Armadas: el Ejército debe combatir contra el enemigo interior; la Armadas, mantener expedito el tráfico marítimo frente a nuestras costas capacitándose especialmente en la lucha antisubmarina y, la Fuerza Aérea, facilitar a las otras fuerzas el cumplimiento de sus tareas específicas. Los ejercicios militares conjuntos (UNITAS en el caso de la Armada) perfeccionaron el sistema. (Ballester, 1993: 61).
La influencia francesa

Esa doctrina de raíz estadounidense se conjugó con la llamada doctrina de la “guerra contrarrevolucionaria”, un engendro de origen francés para sustentar sus pretensiones coloniales en Indochina (1946-1954) primero y, en Argelia (1954-1962) después. Los militares franceses legaron su doctrina y su problema indochino a los estadounidenses:
 la Junta Interamericana de Defensa no demoró en recomendar la doctrina insurgente, dando otro paso importante para sistematizar la estrategia militar a nivel regional, el 15 de noviembre de 1951, cuando presentó un Plan de Defensa Continental.
 Comenzaron a aparecer así en los periódicos conceptos como los de “zonas de defensa”, “subáreas de defensa”, etcétera. (Ballester, 1993: 62).
No obstante, la escuela militar francesa tuvo su ingreso a algunos países latinoamericanos de forma directa. Al respecto, en un estudio acerca de esta influencia en la Argentina,
 Mario Ranaletti (2005) relata cómo se fue construyendo la noción de “enemigo interior” y “guerra contra la subversión”, por medio de dos canales. Por un lado, mediante la emigración
 producida como consecuencia del fin de la guerra de Argelia, como parte de un proyecto de instalación de colonos argelinos y del ingreso de miembros de la Organisation de l’Armée Secrète (OAS), organización paramilitar que sembró el terror en París en represalia por el abandono de Argelia dispuesto por Charles de Gaulle.
 Por otro lado, porque en el contexto argentino se dio lugar a la inserción y avance de las relaciones entre franceses y argentinos, dando lugar a una misión oficial francesa en la sede del Ejército argentino.
Sin embargo, para mayores precisiones históricas debemos recordar que, en los estudios de Ernesto López
 sobre los orígenes de la Doctrina de la Seguridad Nacional en la Argentina, se desprende que la introducción del método francés estuvo ligada a la voluntad de “desperonizar” el Ejército que animó a la sedienta “Revolución Libertadora” que derrocó a Juan Domingo Perón, en septiembre de 1955. La depuración de las fuerzas armadas después de ese Golpe estuvo acompañada de una renovación doctrinaria que significó un cambio copernicano, siendo que, hasta el momento, regía exclusivamente la llamada Doctrina de la Defensa Nacional (DDN), “que el propio Perón había contribuido a actualizar y a ajustar para el caso argentino,
 convirtiéndola más tarde, cuando alcanzó la presidencia, en el paradigma sobre el cual se basaron sus políticas de defensa y militar” (López, 2010: 390).

En este sentido, la DDN reivindicaba la concepción clásica que pensaba a la guerra como convencional y al conflicto bélico como procedente de agresiones militares externas, previendo un despliegue territorial de fuerzas y una política de formación y adiestramiento en consonancia con esas premisas. Asimismo, entre los postulados centrales de la Doctrina de la Defensa Nacional se incluía la existencia de un Estado que adoptara un papel protagónico y dinámico en la planificación, explotación y control de los recursos humanos y materiales fundamentales para un desarrollo nacional autónomo y para el esfuerzo bélico (Perón, 1974).

Pero frente a esa visión clausewitziana y prusiana de la guerra total, potenciada por el peronismo y trasladada como concepción organizadora al campo político (Bernetti y Puiggrós, 2006: 58), con la acción desperonizadora en el interior de las fuerzas armadas se produce, por un lado, una verdadera purga acompañada de reincorporaciones y, por otro, un cambio doctrinario. Con ello, la Doctrina de la Seguridad Nacional alteró el sentido del problema corriendo la preocupación hacia el control y/o neutralización de la guerra revolucionaria; así como también, cimbró el foco hacia el enfrentamiento interno mediante la visualización de una subversión interna que consiguió remitir a la condición de enemigo primordial; y, además, modificó las políticas de adoctrinamiento, formación y adiestramiento, pese a que conservó el despliegue clásico. Ernesto López (2010) explica entonces que, en realidad, la DSN “no clausuró la posibilidad de agresiones militares externas de carácter convencional, pero las mantuvo en una posición meramente secundaria”; y agrega que, de este modo,
la DSN y la DDN coexistieron, podría decirse que yuxtapuestas, en base a un predominio sustancial de la primera, aunque la segunda continuara proveyendo la estructura orgánica formal del Ejército, con todo lo que ello implicaba en términos de presupuesto, dimensión del cuerpo de oficiales y del cuadro de suboficiales, servicio militar obligatorio y volumen de las incorporaciones anuales, despliegue territorial, servicios de apoyo vinculado al anterior, etc. (López: 2010, 391).
En esta línea, cabe recordar que, como lo menciona Ranaletti (2005 y 2009), si bien el arribo de franceses a la Argentina no resultó significativo numéricamente, sí fue importante su contribución al conjunto de ideas que derivaron a sus colegas que sustentaron el terrorismo de Estado implementado por la última dictadura militar argentina (1976-1983), por lo que la influencia francesa fue esencial para el discurso y el accionar legitimador de la represión sistemática. De esta manera, como ya se expresó, el aporte francés despertó un gran interés en el ámbito castrense y en el tradicionalismo católico argentino por su lenguaje adaptado a la “Guerra Fría”, su empleo de conceptos de las ciencias sociales (con una especie de pseudocientificidad) y su tono premonitorio y apocalíptico (desde el catolicismo).

En ese marco, en un intrincado entramado silogístico, todo esto se encadenaba como proposiciones lógicas irrefutables –su fundamento último se hallaba en la religión católica–,
 dando origen a un esquema de pensamiento que podría resumirse de la siguiente forma: toda protesta social encubría detrás de las reivindicaciones sociales, económicas o políticas, una acción tendiente a debilitar al occidente “católico”; el objetivo era subvertir el orden establecido para acabar con la civilización “occidental y cristiana” (Ranaletti, 2005). Esto permitió poner en práctica todo tipo de acciones, aun las más crueles e inhumanas, “para defender a la ‘civilización’ amenazada de muerte”. Este esquema fue amparado y acondicionado a la situación argentina por quienes fueron los responsables militares y civiles de las dictaduras, enmarcados en su formación militar superior y en estrecho trato con determinados grupos del tradicionalismo católico reaccionario desde 1955. Con ello, vemos que la contribución francesa no sólo se ancló en un eje doctrinario militar sino que en varios componentes históricos del imaginario católico-militar argentino donde, sobre todo, cosechó la imagen del “enemigo interno”.
Entonces, el surgimiento de la “Guerra Fría” a nivel mundial, con la consecuente elaboración de la DSN para los países latinoamericanos, y la configuración de dictaduras fascistas de carácter global que buscaban enemigos potenciales en todas la naciones –donde países, como Argentina y Paraguay, pasaron a jugar un nuevo rol en la subordinación militar de Estados Unidos– (Barbero y Godoy, 2003: 8), permite visibilizar una decisiva contribución de la matriz francesa en la cocina político-militar desde la década de 1950, mediante específicas figuras y justificaciones enunciadas acertadamente por Mario Ranaletti (2005), a saber: (a) la operación ideológico-discursiva de transformar a todo activista político en un “subversivo”; (b) la consolidación en el imaginario militar argentino de la idea de que una Tercera Guerra Mundial ya había comenzado, de la cual los fracasos colonialistas franceses (Indochina, Suez, Argelia) y la Revolución Cubana (1959) fueron la confirmación; (c) la noción de que toda protesta social era el resultado de la acción encubierta del “comunismo internacional”, fuera cual fuese su inclinación política y su objetivo; y (d) la idea de que la “Guerra Fría” era un enfrentamiento entre “civilizaciones”: el Occidente capitalista y católico frente a la Unión Soviética, empeñada en destruir dicha civilización occidental para instalar el “materialismo ateo”,
 en una extemporánea recuperación del pensamiento político medieval.
Al respecto, podemos decir entonces que, deliberadamente, se intentó confundir una lucha de los pueblos para lograr su independencia política, con una guerra de “Occidente” contra el marxismo internacional, cuyo resultado fue una derrota estruendosa y con el desprestigio mundial de Francia que vio vacilar los principios que la habían distinguido luego de la Revolución Francesa (1789) y que habría exportado enaltecida hacia el resto de la humanidad. No obstante, en rigor de verdad, de los estudios elaborados por Ranaletti surge también que lo descubierto respecto de la influencia francesa orienta a considerar su aporte como determinante en la implantación de lo que los investigadores del tema denominan “formación continua” en extremismo ideológico –que a la postre funcionó eficazmente en la educación reaccionaria de los cuadros implicados en el terrorismo de Estado–, más que una participación intrínsecamente directa en estos hechos.
 Así, una burguesía atemorizada consiguió lanzar en Argentina y Paraguay –como en otros países latinoamericanos que cursaron también dictaduras sangrientas– una frenética campaña anticomunista para poner en cofre al activismo que poco a poco se transmutó en una lucha en defensa de la “civilización occidental y cristiana”.
Como corroboración de lo antedicho, vale la pena transcribir algunos párrafos de los escritos de los intelectuales materiales de esa doctrina trasplantada exitosamente a la Argentina. Tal es el caso de libros de coroneles franceses, encomendados entre los militares argentinos. Así, en Guerra, Subversión y Revolución, Roger Trinquier recomienda sin tapujos los métodos y medios de lucha contra la acción subversiva de su modelo contrarrevolucionario de la OAS, a partir de su visión de la existencia de

una nueva forma de guerra que ha ido apareciendo progresivamente a partir de la Segunda Guerra Mundial: la guerra revolucionaria. (…) La subversión de nuestros días puede imponer a los pueblos hombres que ellos rechazarían si tuvieran la posibilidad de expresar libremente sus voluntades. (…) La subversión es el arma ideal para manipular sobre las poblaciones, imponerse a ellas, adueñarse del poder y conservarlo (Trinquier: 1975: 25).
Ante ello, Trinquier propone a sus lectores del nacionalismo católico castrense que “al concepto de un ejército nacional (…) conviene oponer hoy el de la nación armada,
 mejor adaptada para luchar contra un enemigo infiltrado en el interior del país (…) [Pues] frente a la nación armada (…) se conjurará todo peligro de ataque subversivo” (1975: 216). Y este ejército, ideado por el coronel francés, “deberá ayudar en gran medida y a menudo a suplir a las fuerzas policiales en ciertas misiones que difícilmente éstas puedan cumplir. El ejército podría llegar así a tomar a su cargo numerosas misiones de mantenimiento del orden, lo cual le permitiría reducir en mucho los efectivos de la policía.” En tal sentido, Roger Trinquier sugiere también que

Se adoptarán todas las medidas necesarias para que el ejército permanezca siempre en contacto con la población. Al efecto, el reclutamiento será regional; los jóvenes serán incorporados en su región, los cuadros serán de su región. De ese modo la instrucción militar se hará dentro de un marco conocido, familiar. Sin descuidar la disciplina ni el orden, participarán mucho en la vida regional, en particular en las fiestas locales a las que no titubearán en prestar su apoyo. (Trinquier: 1975: 25).

En esta línea de pensamiento, encontramos la obra de otro coronel francés, Pierre Chateau-Jobert, quien en Doctrina de Acción Contrarrevolucionaria, dirigida a “todos los hombres de buena voluntad”, ofrece los medios y las circunstancias a utilizar para una “construcción contrarrevolucionaria”. Con un diseño promiscuado entre manual y ensayo, el francés avanza sobre su tesis doctrinaria y explica en sus primeras páginas que
La Doctrina de la Acción Contrarrevolucionaria tratará, pues, esencialmente de los aspectos que debe tomar la acción para ser sana y eficaz, de las formas múltiples y variadas que no deben olvidarse, de los principios y características a respetar para que la acción sea infalible, de las defensas y de las maniobras a desplegar frente a la Revolución. Se trata de una acción general y común que se impone a cada hombre. Una acción contrarrevolucionaria de alcance extraordinario también se orienta hacia los niveles nacionales y mundiales. Pero es preciso saber que los problemas de acción que ella aborda están sometidos a los mismos imperativos doctrinales y que, si sólo es el hecho de algunos hombres, sin embargo no hay para éstos regla excepcional. (Chateau-Jobert, 1980: 24).

Precisamente, en una verba de 294 ítems que desarrolla en todo su libro, este oficial superior de las fuerzas armadas francesas –que en 1962 se unió clandestinamente a la OAS en Argelia, bajo las órdenes del general Raoul Salan
– manifiesta que “la Contrarrevolución rechaza cualquier confusión con una ‘derecha’ que un día se presentará como ‘demócrata cristiana’ y mañana como ‘liberal’ (…), [y] está por encima de las teorías o de las tendencias que caracterizan a los partidos. (…) Un Movimiento Contrarrevolucionario (…) posee eso que, en general, le falta corrientemente a la ‘derecha’, a saber la firmeza que viene de los principios”
 (Chateau-Jobert, 1980: 360).

En este marco, abogando por un espíritu contrarrevolucionario exigido de una “prudencia extrema” y de una responsabilidad para la vigilancia constante, el coronel francés sentencia en el último punto de su tratado que

un Movimiento es un instrumento particular que permite a algunos hombres efectuar una acción personal de cierta amplitud. Que esos hombres queden aislados y sin lazos establecidos, que aún desaparezcan y que el Movimiento parezca decapitado, nada cambia para los Contrarrevolucionarios vinculados a ellos. La acción prosigue contra viento y marea, puesto que el esfuerzo contrarrevolucionario se efectúa a partir de cada hombre y por un fin que trasciende a los movimientos y a sus jefes.
 (Chateau-Jobert, 1980: 361).
Asimismo, entre las figuras argentinas del integrismo contrarrevolucionario atiborradas a la perfección de la influencia francesa de cité catholique
 y su doctrina militar, se destaca, entre otras, la grafía de Jordán Bruno Genta. En sus escritos se revela la iniciativa de una “formación ética a los militares”, mediante una propuesta ideológico-política mezclada con el nacionalismo católico:

La doctrina de Guerra Contrarrevolucionaria reconoce y demuestra que lo militar es lo primero en la Política (…) Se comprende claramente que no es posible encarar un Estado de guerra sino con una política de guerra. Y esta guerra revolucionaria o subversiva que se libra en todos los terrenos interiores y exteriores (…); esta guerra total exige la movilización íntegra de todos los habitantes, sin exclusión de sexo, edad o condición. (…) La mentira se presenta en la figura de la verdad, el enemigo como amigo, el odio como amor, la violencia como mansedumbre, el Anticristo se reviste con la apariencia de Cristo.
 (Genta, 1978: 21).

A la sazón, en un llamado a la movilización integral “para atender a la seguridad y al desarrollo”, uno de los principales voceros de la doctrina contrarrevolucionaria enuncia que

La Historia Universal no ha contemplado jamás una guerra semejante a la que soporta la humanidad hoy; no reconoce límites morales ni naturales, se realiza más allá del bien y del mal, inspirada por un espíritu diabólico que excede el nivel humano, aunque sean hombres los que se enfrentan y destruyen. No ver o no querer ver esta pavorosa realidad, no es simplemente una ceguera, sino el mayor de los crímenes contra Dios y contra la Patria. (Genta, 1978: 21-22)
Así, convencido de la existencia de un imperialismo ideológico del materialismo ateo “que confunde la mente y envenena el corazón; de una pavorosa corrupción de las costumbres e instituciones básicas por obra de la propaganda y del espectáculo público; y de una guerra subversiva desencadenada por el Comunismo mundial, en pleno auge y empleando con eficacia creciente todas las formas del Terror” (1978: 9), Genta proclama:
Urge que las Armas se definan y se decidan en la línea del espíritu guerrero y heroico, no en la frustración habitual del espíritu civilista y burgués. El vacío insondable de autoridad y la falta de reacción que denuncian al Estado inexistente, reclaman la plenitud del Estado militar de emergencia para librar la gran batalla contra: a) el enemigo exterior que es la Usura internacional, cuya expoliación nos está aplastando; b) el enemigo interno, aliado del primero, que lo está socavando todo para entregarnos a la esclavitud bajo el terror comunista.
 (Ibídem: 22).
Todo lo trascrito permite visualizar que la puesta en práctica de esta doctrina implicaba “mantener el orden interior” de los países del hemisferio, adiestrando y entrenando a las fuerzas en clave anticomunista, para el combate de una infiltración marxista y del desorden social que supuestamente pudiera resultar de ella. Como germen de ello aparece la que conocemos como Doctrina de la Seguridad Nacional aplicada en América latina, basada en las enseñanzas de la “teoría de la guerra revolucionaria”,
 que se expande gracias a las iniciativas y el financiamiento estadounidense, y encuentra en la denominada Operación Cóndor su materialización.
II. Stroessner: retrato de una dictadura

Si comprender es imposible, conocer es necesario,
porque lo sucedido puede volver a suceder,

las conciencias pueden ser seducidas y obnubiladas de nuevo:

las nuestras también.
Primo Levi
Como venimos explicando, por medio de la difusión de la Doctrina de la Seguridad Nacional se pretendió alinear a los países de América latina en un conflicto entre dos superpotencias que incluían la idea de la Tercera Guerra Mundial, concebida como total y en defensa de un subjetivo ser nacional (anticomunista).
A partir de los enunciados de autores que han estudiado en profundidad la legitimidad y las características de la dictadura de Stroessner, podemos aseverar que lo que diferencia el régimen stronista del resto de las experiencias dictatoriales del Cono Sur, es que éstas últimas –como el caso argentino– apelaron y recrearon los preceptos del liberalismo político a rajatabla. En cambio, como lo señala Lorena Soler, la excepcionalidad de Stroessner respecto de la propia historia política del Paraguay no reside únicamente en la utilización de mecanismos institucionales propios del liberalismo político, sino específicamente en haber confluido de una forma particular todos esos mecanismos en una tradición política y en un contexto internacional dado. Pues, en un país como el Paraguay de Stroessner, “donde la norma del juego político había sido el derrocamiento de gobiernos en manos de civiles, la partidización del Estado y las Fuerzas Armadas, conjuntamente con el funcionamiento formal de la democracia y una legalidad a su medida, proporcionaron elementos victoriosos que se conciliaron en un tipo de legitimidad” (2009c: 96).
No obstante, la DSN llegó al estamento militar paraguayo formando parte del conjunto de nociones básicas que sustentaron la visión del mundo de la cúpula castrense de ese país. Así fue como el coronel ecuatoriano –mencionado anteriormente–, Alfonso Littuma,
 se convirtió en un verdadero ideólogo del Colegio Nacional de Guerra del Paraguay. A manera de ejemplo, puede referirse que su libro, Doctrina de la Seguridad Nacional, fue “ordenado” como “obra útil” para las fuerzas armadas y de seguridad paraguayas, según la Orden General N° 24, firmada por Alfredo Stroessner, que la consideró “una guía de gran valor para Oficiales de cultura profesional calificada (…) Que por la trascendencia e importancia que requiere el conocimiento generalizado de los problemas de la Defensa Nacional y los factores influenciantes, es un libro de interés para todos los Oficiales de nuestras Fuerzas Armadas”.

No resulta, entonces, ni erróneo ni apurado decir que fue el dictador Stroessner quien diseminó la DSN en el Paraguay, otorgando a las fuerzas armadas y de seguridad facultades en los asuntos de la seguridad interior y de la defensa nacional como principio unificado, provocando sucesivas violaciones a los derechos humanos. A tales efectos, uno de los mecanismos utilizados por el general paraguayo estuvo representado por el adoctrinamiento de los oficiales, basado en una mezcla de elementos de culto a la personalidad del dictador y a lineamientos de tal doctrina. Con referencia a ello, Alain Rouquié (1984: 205) relata que

lo que asegura la tranquilidad de los militares es la corrupción y las posibilidades de enriquecimiento de las que gozaban los oficiales leales. La lealtad paga. Sobre todo en un estado “contrabandista” como el Paraguay… Cada jefe de región militar fronteriza tiene su especialidad, de acuerdo a la demanda interna o externa y el arbitrio del “padrino”: harina, aparatos de televisión, automóviles, electrodomésticos, ganado robado, etc. Las muy permeables fronteras paraguayas explican el hecho de que la “tolerancia histórica” del comercio ilegal se haya vuelto un medio de gobierno. En el “precio de la paz” como diría cínicamente Stroessner, quien sacrifica la economía doméstica lo hace en aras de su longevidad política.

En este orden de ideas, para comprender el porqué de la extensa permanencia del régimen stronista en el poder, debemos primero reflexionar acerca del contexto
 en el que el general Alfredo Stroessner Matiauda arriba a la presidencia del Paraguay, quien asume el poder luego de profundas modificaciones en el sistema político de la nación. Al respecto, la socióloga argentina Lorena Soler explica que un dato a tener en cuenta a la hora de analizar la legitimidad del régimen stronista es que “la institución con más longevidad y durabilidad en la sociedad paraguaya la constituyen los partidos políticos, antes que el propio Estado y las fuerzas armadas” (2009c: 79). Por lo tanto, siguiendo el análisis de Soler, recién comprendiendo que el escenario que recibe a Stroessner conjuga las implicancias de una identidad política partidaria en la estructura social con gobiernos autoritarios, cargados de militarismo triunfal, puede leerse la llegada de la dictadura stronista en 1954, que recién 35 años más tarde, en 1989, vio su caída. 

“Stroessner comprendió rápidamente que el partido proveía, además de una base de identificación nacional, una penetración institucional y territorial, de la cual carecía el propio Estado-Nación” (Soler, 2009c: 80). Entonces, como primera medida, construyó su hegemonía en el interior del Partido Colorado, “disciplinándolo”; es decir, expulsando a sus opositores –que se vieron obligados a exiliarse– y promulgando la reelección de una junta de su partido, con lista única. Al mismo tiempo, para asegurarse el control militar, Stroessner realizó también amplios desplazamientos y purgas en las fuerzas armadas. Así, con esta “metodología colorada” (Ibídem) creó fuerzas leales a su institución partidaria y su gobierno, y modificó las burocracias estatales, haciendo del Estado, el Partido y las fuerzas armadas los núcleos duros de su dominación patrimonialista,
 en clave weberiana (Weber, 1993).

“No existe necesidad de recurrir a la mitología y a la deificación de hombres y épocas para hacer resaltar el valor del caso del Paraguay en la historia regional. Por el contrario, este tipo de elucubraciones tiende a dificultar el análisis histórico y crítico”. Con esta cita Marcial Antonio Riquelme (1992) decidió introducir su libro sobre Stroessner y las particularidades del gobierno militar que perpetró la República del Paraguay entre 1954 y 1989. Y es que si quisiéramos hacer un retrato de la dictadura de Stroessner podríamos resumirla “en un simple 3x4: corrupción, represión violenta, juego, tráfico de drogas, contrabando” (Chiavenato, 1980: 7), amalgamado al terrorismo político y el miedo generalizado. No obstante, pese a esta síntesis, Lorena Soler
 sostiene la tesis de que en el régimen stronista se articuló un conjunto de estrategias que no se agotaron en la mera instauración de la dictadura, y cuya novedad fue la estabilidad política alcanzada, mediante la construcción de un nuevo tipo de legitimidad
 que no desconoció los dispositivos y argumentos suministrados por las democracias liberales.
Igualmente, se puede decir que los 35 años de dictadura de Alfredo Stroessner se sustentaron en un aparato normativo que tuvo varios instrumentos legales de subyugación,
 destacándose la promulgación de las Leyes Nº 294 y Nº 209 –apodadas perversamente como de “Defensa de la democracia” y de “Defensa de la paz pública y de la libertad de las personas”, respectivamente– que sustentaron el estado de sitio permanente del régimen autoritario paraguayo. Asimismo, para justificarse, esta legislación se respaldó en el supuesto imaginario de la existencia de un enemigo subversivo en el interior del país, ya que “fue simplemente la necesidad de poner una fachada de pretendida legalidad a la serie de abusos y violaciones de derechos humanos que se cometieron a lo largo de las décadas de dominación del sistema stronista” (Villagra, s/f: 1).
Entonces, con el fin de purgar elementos que contrariaran su orden político dictatorial, uno de principales instrumentos aplicados por Stroessner fue el perpetuo estado de sitio, que entrañó la suspensión de libertades civiles garantizadas por la Carta Magna paraguaya. No obstante, fue la Constitución de 1940
 la que abrió camino al dictador a ordenar el arresto de personas sospechosas, trasladarlas de un punto a otro del país, entre otras acciones, cuando juzgara sobrevenir “un peligro” que atentase contra sus intereses.

Así, el stronismo se caracterizó por el exilio forzoso y prolongado –hasta de por vida–, la detención arbitraria, el uso de fuerzas paramilitares, las purgas políticas, y la captura de prisioneros políticos.
 El gobierno maltrató y persiguió a miles de personas bajo el pretexto de defender la seguridad nacional y combatir el comunismo. El régimen de Stroessner cometió sistemáticamente varios actos de violencia que incluyó ejecuciones extrajudiciales y masacres: “[La] persecución, la tortura, la prisión, las desapariciones, los asesinatos desembozados y el exilio se tornaron hechos cotidianos, incorporados a la sociedad como normalidad”.

En este marco, cabe destacar que el Paraguay de Stroessner contaba con un doble miedo: el de la represión y el del pyrague (espía oficial).
 La primera fase de la represión fuerte comenzó alrededor de 1958/59 cuando Stroessner se vio en la necesidad de liquidar a algunos de los compañeros de su propio partido para continuar en el poder. Esa represión se extendió a toda la población adoptando métodos descarados a través de la política anticomunista que lo caracterizó y que el dictador paraguayo “vendía en el mercado internacional como mercancía de ratificación de su gobierno”
 (Chiavenato, 1980: 14). Pero, además, en la escena emergió la figura del pyrague, encarnado en una especie de empleado público a quien el Estado le pagaba para conseguir información y delatar a personas y organizaciones que no estuvieran a favor del régimen.

El pyrague se desempeñó como una implacable policía secreta, para vigilar al pueblo paraguayo, que hasta podía alcanzar la autoridad de un juez: su denuncia podía servir de testimonio principal contra el denunciado. Y aunque esta figura de espía de la represión fue en realidad la de un funcionario raso, un alcahuete de la dictadura, se transformó en un instrumento psicológico
 de la misma: “apretaba” y vigilaba empleados, escuchaba conversaciones en bares, fiscalizaba el comportamiento de los vecinos, funcionaba como amenaza constante en las redacciones de los diarios, amedrentaba profesores y se infiltraba en las universidades. Tampoco era extraño que si a algún pyrague no le gustaba o llegaba a tener una discordia con alguna persona, lo denunciara como enemigo “subversivo”.
La descripción de estos mecanismos confirma, entonces, la aplicación estricta de la Doctrina de la Seguridad Nacional en el orden stronista, que combinó el aspecto ideológico de la teoría de la guerra contrarrevolucionaria francesa y la lucha anticomunista reforzada por Estados Unidos.
En tal sentido, para una homologación de este firme apoyo de Estados Unidos a Stroessner sólo es cuestión de detenerse en una obra publicada en 2007,
 por el actual subsecretario adjunto de Defensa para Asuntos del Hemisferio Occidental estadounidense, Frank Mora,
 en coautoría con Jerry Cooney, donde dedican más de trescientas páginas para relatar las relaciones entre Estados Unidos y Paraguay durante el siglo XX. Llama la atención del lector –aunque no tan sorpresivamente– cuando revelan, en el primer apartado referido al largo período del régimen dictatorial paraguayo, que el general Alfredo Stroessner Matiuada era “nuestro hombre en Asunción” (Mora y Cooney, 2007: 125). Allí narran que en 1954, al momento en que a Estados Unidos la resultaba exitosa la organización del complot para derrocar al presidente de Guatemala, Jacobo Arbenz,
 Stroessner se imponía en el Paraguay a través de un golpe de Estado. Al respecto, los autores comentan que, en realidad, no pasó mucho tiempo del putsch stronista para que las relaciones entre Estados Unidos y Paraguay iniciaran “una fase de cooperación asimétrica sin precedentes” (Ibídem:126), fundada en la convergencia de los intereses en materia de seguridad de la Guerra Fría.
Asimismo, Mora y Cooney (2007:129) confirman que, como otros dictadores de la época,
 Stroessner adoptó la “Doctrina de la Seguridad Nacional de Estados Unidos que enfatizaba el uso de la seguridad y las fuerzas armadas para combatir toda ‘amenaza comunista’, tanto interna como externa”,
 mientras que la administración estadounidense le ofrecía su sostén político y económico. De esta manera, estos autores exponen el completo apoyo del régimen stronista a la Doctrina Truman, “demostrando una amistad inequívoca a las políticas anticomunistas y de contrainsurgencia de Estados Unidos en América latina”.

Los archivos del terror y la Operación Cóndor

A partir de lo expuesto hasta aquí, puede afirmarse que el impacto de la DSN, que se propagó en todo el Cono Sur, encontró en la conocida Operación Cóndor una encuadrada materialización de su accionar. Este “Pacto Criminal”
 funcionó con la tarea coordinada de las fuerzas armadas, de seguridad y los servicios de inteligencia de Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay (incluye a otros países, como Bolivia
).
 Al respecto, en una entrevista realizada por la periodista e investigadora francesa Marie-Monique Robin (2005: 506), el general argentino Harguindeguy describe esta acción criminal de la siguiente manera:

En realidad, he aquí lo que pasó: en 1975, en toda América latina había un problema revolucionario latente, y numerosas acciones terroristas eran llevadas a cabo en Chile, en la Argentina, en Paraguay, en Perú, en Bolivia, en Brasil... Por lo tanto, los jefes de inteligencia de todos estos países nos reunimos y decidimos intercambiar informaciones para evitar que se crearan santuarios (...) Así fue que pudimos capturar a numerosos individuos que perpetraban atentados en todas partes del continente. La primera reunión tuvo lugar en Santiago, en 1975, y fui yo quien la organizó. En esa época, teníamos vínculo con treinta y siete organismos de inteligencia del mundo, incluidos los franceses, que por otra parte colaboraron con nosotros.

Los dispositivos y la acción organizada de las dictaduras que pusieron en práctica la Operación Cóndor fueron gracias a la inspiración, el financiamiento y la asistencia técnica proporcionada por Estados Unidos,
 tal como se comprueba también en cables desclasificados del gobierno estadounidense:

El Operativo Cóndor es el nombre en clave para la recolección, intercambio y almacenamiento de información secreta relativa a los denominados “izquierdistas”, comunistas y marxistas, que se estableció recientemente entre los servicios de inteligencia en América del Sur, con el fin de eliminar las actividades terroristas marxistas en la región. Además, Operativo Cóndor tiene previstas operaciones conjuntas contra objetivos terroristas en los países miembros. Una tercera fase, y más secreta, del Operativo Cóndor implica la formación de grupos especiales de los países miembros, que deberían viajar por cualquier parte del mundo hacia países no-miembros, para llevar a cabo castigos incluido el asesinato contra terroristas o simpatizantes de organizaciones terroristas de los países miembro del Operativo Cóndor
 (Calloni, 1999: 47).
Esto explica cómo la elucidación de los mecanismos por los cuales el Estado capitalista, en su condición de Estado Mayor de las clases dominantes, construyó y fetichizó la concepción del enemigo interior (otro cultural), obteniendo así una justificación de su intervención represiva y, al mismo tiempo, una manera de autocontrol social por parte de los individuos (Barbero y Godoy, 2003). En este sentido, el almacenamiento, clasificación e intercambio de información entre las dictaduras del Cono Sur, la cooperación entre agencias gubernamentales, los secuestros, la desaparición de personas, y todos los crímenes cometidos fueron el resultado de la aplicación rigurosa de los postulados de la DSN y su Operación Cóndor,
 que tuvo en el Paraguay de Stroessner la base territorial de las operaciones.
Pero, como “no hay secreto que el tiempo no revele”,
 es importante saber que el régimen autoritario paraguayo patentizó estos actos oficiales, de una manera asombrosamente extensa y pormenorizada, en documentos que, descubiertos a fines de 1992, son mundialmente conocidos como los “archivos del terror” o archivos del “horror”.
 Conformados por alrededor de cinco toneladas de papeles, los “archivos del terror” –descubiertos por el ex preso político y exiliado paraguayo Martín Almada– permiten reconstruir con detalles el funcionamiento de la Operación Cóndor, y confirman que ésta constituyó una especie de “multinacional de la represión” creada como una agencia de inteligencia entre los gobiernos dictatoriales del Cono Sur, durante los años 1970.

Así, junto a muchos otros países de América latina, Paraguay y Argentina vivieron en una macabra dialéctica entre la violencia y el terror. Esa fue la tónica. La remetida burguesa más reaccionaria que han sufrido estos pueblos fue durante la época de los regímenes militares que se erigieron con la Doctrina de la Seguridad Nacional, implantando el terror como arma política: “Toda una generación de hombres, mujeres, incluso niños y niñas, fue cercenada, sitiada, desaparecida o enviada al infierno del exilio” (Al Sur del Sur, 2000: 85).
III. La represión en la Argentina
Todos los seres humanos, todas las colectividades

y todas las instituciones necesitan de un pasado,

pero sólo de vez en cuando ese pasado es el que

la investigación histórica deja al descubierto

Eric Hobsbawn
Al comenzar esta investigación, hubo una pregunta que estuvo presente constantemente: ¿cuál es el primer momento en que se demuestra la aplicación de la DSN en la Argentina? Durante un tiempo encontramos que la respuesta de ello ocurrió a partir del gobierno de facto del general Onganía cuando se diseminó el plan de la Doctrina de Seguridad Nacional, ya que fue durante aquella dictadura que ésta toma fuerza de ley,
 otorgando a las FFAA y de seguridad facultades en los asuntos de la seguridad interior y de la defensa nacional como principio unificado, provocando la escalada en las violaciones a los derechos humanos. Sin embargo, todos los gobiernos previos, civiles y militares, participaron en esa gesta desde el inicio de la cruzada mentada por Estados Unidos, y sus fuerzas armadas y de espionaje. La Ley 16.970 establecía que “la seguridad nacional es la situación en la cual los intereses vitales de la Nación se hallan a cubierto de interferencias y perturbaciones sustanciales” (Artículo N° 2), al mismo tiempo que la defensa nacional era entendida como “el conjunto de medidas que el Estado adopta para lograr la seguridad nacional” (Artículo N° 3). Asimismo, la normativa rezaba que la “política y estrategia nacionales” darían “las bases necesarias para establecer el grado de seguridad nacional concordante con las exigencias del desarrollo” (Artículo N° 4). La seguridad nacional requería de “la formulación, planeamiento y programación de las medidas de la defensa relacionadas con el desarrollo nacional; la preparación y alistamiento de los medios del potencial militar; y el planeamiento y conducción de las operaciones militares”, así como también “la determinación de las funciones atribuciones y obligaciones de todas las autoridades nacionales, provinciales y municipales” y “el fortalecimiento de la conciencia nacional sobre la importancia de los problemas inherentes a la seguridad nacional” (Artículo N° 6).

No obstante, cuando analizamos el contexto histórico, político y social de la Argentina
 de esos años verificamos que, ya a partir del golpe de 1955, que produjo el derrocamiento del gobierno constitucional de Juan Domingo Perón, se comenzaron a aplicar las enseñanzas primarias de esta Doctrina de la Seguridad Nacional que conjugó la Doctrina Truman con la de la escuela militar francesa.
 De ese modo queda claramente localizada la temprana aplicación de los conceptos de la Doctrina de la Seguridad Nacional en esa Ley
 y en su promulgación por el general Aramburu en marzo de 1956, en la que establecía que se reprimiría a quien hiciera propaganda peronista.

Asimismo, la implementación del Plan Conintes
 (Conmoción Interna del Estado) dio facultades a las fuerzas armadas para declarar zona militarizada en sectores industriales, allanando y deteniendo a personas frente a un conflicto sindical. Siendo emblemática la movilizacion militar del personal de los ferrocarriles, impuesta por Frondizi ante la huelga general. Es pertinente mencionar acá las denuncias que John William Cooke hizo desde su exilio en La Habana, Cuba, en su mensaje de octubre de 1960, titulado “El golpismo: Frondizi hostigado por los militares”:

Está en vigor el Plan Conintes, que pone en manos de los militares la represión y hasta el juzgamiento de quienes no piensen como la oligarquía. Las fuerzas armadas torturan en gran escala, ayudadas por la policía, y detienen a miles de ciudadanos, muchos de los cuales son confinados en prisiones de la Patagonia helada. En los últimos meses han muerto varias personas como consecuencia de las torturas y otras –generalmente dirigentes obreros– mediante atentados planeados y ejecutados por militares. Hay cientos de casos de obreros y políticos sometidos a suplicios atroces, muchos de ellos denunciados en el Parlamento. (…) La “justicia militar” es tan eficaz que se maneja con confesiones de los acusados, arrancadas mediante tormentos.

Así, los regímenes militares que usurparon el poder entre 1955 y 1973 iban perfeccionando cada vez más los postulados y métodos de la DSN, haciendo una cuestión de defensa nacional, la represión contra la lucha librada por maestros, empleados judiciales, empleados públicos, sindicalistas y estudiantes.
En 1971, un comunicado de la administración de Lanusse advertía intimidatoria y expresamente a los trabajadores en conflicto, señalando que el Gobierno mantenía su firme decisión de continuar “el proceso que conduzca a la solución política que asegure el ejercicio de la soberanía del pueblo, con plena garantía de las libertades y derechos individuales, eliminando los vicios que han sido causas de la inestabilidad institucional del país”. (Tosco, 1971).
En relación con este mensaje del gobierno de Lanusse, el entonces secretario general del Sindicato de Luz y Fuerza de Córdoba, Agustín Tosco (1971) manifestaba, en un artículo para la revista Electrum, que “todas las interpretaciones surgidas de las elocuentes y patrióticas palabras y frases de los considerandos del comunicado, nada tienen que ver con su parte resolutiva”. Y señalaba entonces que el tono con el que había sido escrito tenía el intento de atenuar “la tremenda significación que tiene la advertencia, la amenaza, la represión que se anticipa a descargarse contra los maestros, los judiciales y empleados públicos.” En este sentido, el sindicalista cordobés evocaba que aquella elocuencia dedicada en la primera parte de aquel comunicado se destruye cuando se agrega “sugerentemente” la recordación de la vigencia de la entonces Ley de Defensa Nacional, N° 16.970, de octubre de 1966, autorizando la intervención de las autoridades y medios nacionales en caso de conmoción interior. Al mismo tiempo, en su denuncia, Tosco nos recuerda que el día de emisión del comunicado en cuestión, fue sancionada la Ley N° 19.081
 con el fin de “prevenir y combatir la subversión interna, el terrorismo y demás hechos conexos”, donde tenían intervención las fuerzas armadas y se aplicaba la justicia militar. Asimismo, esta normativa establecía, en su Artículo N° 8, que “las disposiciones de la presente ley se considerarán parte integrante de la de Defensa Nacional N° 16.970, sin perjuicio de lo que ésta prescribe”.

Esto, junto con los tormentos físicos y psicológicos, persecuciones y apresamientos orquestados por los sucesivos gobiernos militares que se produjeron desde 1955, constituyeron la marcha hacia lo que después resultó el autollamado por la Junta Militar, que azotó a la Argentina en 1976, Proceso de Reorganización Nacional. Con referencia a ello, el historiador Alain Rouquié (1984: 304) expone que “la presencia de los actores militares es una de las constantes reconocidas del juego político argentino. El poder militar, instaurado salvajemente en marzo de 1976, no es un accidente en el camino ni una desviación sin consecuencias, como no lo fueron las dictaduras” que lo antecedieron. Esto significa que, entre 1930 y 1973, prácticamente ningún presidente elegido en el marco de una sucesión normal pudo culminar su mandato constitucional.
 Merece destacarse entonces que de los dieciséis presidentes que tuvo la Argentina en ese período, once fueron militares, lo que indica la propensión de los militares a ocupar la Casa Rosada, sede del Ejecutivo y que, a partir del golpe que provocó la caída de Perón, se caracterizó por la utilización de metodologías de represión sistemática a la propia población.
Por lo tanto, en el caso argentino, la nueva era de regímenes militares de los años sesenta y setenta en la Argentina fueron consecuencia de una dinámica interna propia de las fuerzas armadas en estrecha interacción con desarrollos ocurridos dentro de la sociedad y el escenario político (Hershberg y Agüero, 2005: 19). De esta manera, se llega al gobierno debilitado e ineficaz de María Estela (Isabel) Martínez de Perón
 (1974-1976) que, tironeado hacia los extremos por las bases que lo sustentaban, en medio de una violencia creciente, llevó al golpe militar de 1976 que, en el pensamiento de la cúpula castrense, salvaría al país iniciando el autodenominado Proceso de Reorganización Nacional (O’Donnell, 1982).La presidenta constitucional, que asumió el poder con la muerte del presidente Juan Domingo Perón en 1974 (y quien, hasta entonces, había sido su vicepresidenta), se alineó a los preceptos del establishment político y económico, y simpatizó con las fuerzas armadas y de seguridad. Asimismo, permitió la profundización del accionar de la Triple A (Alianza Anticomunista Argentina, AAA), una estructura paramilitar creada por su mano derecha indiscutida, José López Rega, para “combatir al terrorismo en su propio terreno, con sus mismas armas: con su falta de ética y moral. Lo que por sus reglamentos y leyes no pueden hacer las Fuerzas Armadas ni la Policía” (Paino, 1984: 42).

Además, las numerosas normativas “antisubversivas” propuestas desde el Ejecutivo del “gobierno constitucional” de María Estela Martínez de Perón, que confirmaron su posición respecto de la movilización del campo popular, enunciaron la metodología para deshacerse de las masas. En este sentido, cabe citar a modo de ejemplo la secreta Directiva del Consejo de Defensa Nº 1, de octubre de 1975, la cual señala que “El PEN ha emitido los Decretos 2770, 2771 y 2772 de fecha 06 Oct 75, destinados a poner en marcha las medidas para enfrentar la actividad de los elementos subversivos y orientar las acciones a desarrollar en todos los ámbitos del quehacer nacional y en particular por las FFAA.” Así, también se establece que esta Directiva “tiene por finalidad instrumentar el empleo de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Seguridad, Fuerzas Policiales y otros organismos puestos a disposición del Consejo de Defensa para la lucha contra la subversión, de acuerdo con lo impuesto por los Decretos Nº 2770, 2771 y 2772”.

Con estas normas, enseguida se acrecentó más aún la persecución, detención y tortura de personas movilizadas por un cambio de sistema social y político, y emergió ya en esos años la figura conocida tiempo después como “detenido-desaparecido”. La madre de Plaza de Mayo, Taty Almeida, lo cuenta así:

…d e s a p a r e c i d o, esa palabra algunas la empezamos a nombrar antes de la dictadura, antes del 24 de marzo, y de eso también hay que acordarse y hay que recalcarlo y hay que enseñarlo… o sea, gobierno constitucional de Isabel Perón, no democrático –desde ya-, constitucional sí porque la fórmula era Perón-Perón, se muere Perón y ella asume como Presidenta. Pero entre los años ‘74 y ‘75, con López Rega y su agrupación parapolicial, Triple A, hay alrededor de dos mil entre detenidos-desaparecidos y asesinados, entre ellos mi hijo Alejandro. Él está detenido-desaparecido desde el 17 de junio del ‘75… y las desapariciones comienzan desde el año ‘69 con Onganía (…) Y de ahí surgen todos esos movimientos sociales –no se olviden del Cordobazo, esa resistencia maravillosa que comienza justamente en contra de aquellos que querían cambiar para mal, desde ya, el plan neoliberal, etcétera. Empiezan entonces a surgir todos esos movimientos, los movimientos obreros (…), estudiantes, profesionales, generalmente gente joven, y la Argentina no podía quedar afuera de los movimientos como el Mayo Francés, como la revolución cubana… sobre todo los jóvenes, como yo siempre digo, la insolente juventud maravillosa (…) Los jóvenes salieron a resistir…

Los militares crearon el rol de su propia dinámica institucional con base en su lectura de la situación a través del lente de la Doctrina de la Seguridad Nacional que venían desarrollando e instalando. Al respecto, Alain Rouquié (1984: 308) nos confirma que la Junta que derroca y arresta a Martínez de Perón, el 24 de marzo de 1976, tuvo como prioridad la lucha contra el terrorismo y los movimientos guerrilleros. Estela Martínez, a pesar de sustentar ideológica y políticamente la teoría de la represión total de la subversión que ya firmara Italo Argentino Luder durante su interinato como Presidente a principios de octubre de 1975, no resultó útil para balancear el manejo de las políticas que la llevarían a conseguir esos objetivos. Finalmente, el poder económico le quitó el apoyo por esa ineptitud y el militar ejerció la actividad operativa consecuentemente necesaria para implementar sus objetivos.

En este sentido, las fuerzas armadas justificaron su puesta en marcha de una “máquina de matar”, que prolongó sus exacciones antiterroristas más allá de la destrucción militar de la guerrilla, mediante la identificación de dos amenazas:
la izquierda revolucionaria de la juventud peronista se ha infiltrado en todos los engranajes del Estado y, según los militares, hay que extirparla. Por otra parte, la movilización de una clase obrera altamente combativa, que desborda los sindicatos oficiales burocratizados y en muchos casos corruptos, aparece como un grave peligro para el orden establecido. Es por ello que la antiguerrilla encubre la represión tanto contra una clase social (los obreros) como contra una clase generacional (la juventud), caldo de cultivo potencial de la “delincuencia subversiva”. Pero lo más asombroso no es la envergadura terrorista contrarrevolucionaria de este nuevo avatar del militarismo argentino. Lo más chocante es que los actores políticos no militares siguen actuando a la manera tradicional, haciendo casi la abstracción de la demencia asesina del aparato represivo. Aun con las manos ensangrentadas, el partido militar sigue siendo un socio legítimo. (Ibídem).
Entonces, el 24 de marzo de 1976 un golpe de Estado representado por una Junta compuesta por las tres armas de las fuerzas armadas tomó el poder. El objetivo final fue modificar todo el sistema de relaciones sociales y para ello demolió instituciones y organizaciones. El terrorismo de Estado
 significó enfrentar a toda forma de participación popular en las escuelas, en las fábricas, en los barrios, y a las acciones guerrilleras, es decir, a toda expresión y cuestionamiento a la autoridad.
No obstante, al referirnos al terrorismo de Estado, no hablamos únicamente de las atrocidades físicas y psicológicas cometidas contra los detenidos, torturados y desaparecidos, sino que debemos abarcar un espectro mucho más amplio incluyendo políticas económicas y sociales que cambiaron estructuralmente al país. Estas circunscribieron políticas de silencio y olvido desplegadas sobre la sociedad, originadas y puestas en práctica en la década de 1970, durante la dictadura cívico-militar (Vezzetti, 2002). Y una clara señal de uniformización general de la sociedad, en la que estuvieron incluidas las escuelas, mediante resoluciones que obligaban utilizar determinadas ropas y prohibir otras, la persecusión de hippies y rockeros, por “inmorales, sucios y desprolijos”; lo cual desde luego se encontraba en el marco de los principios de la civilización occidental y cristiana.

Un ejemplo del carácter cívico-militar de la dictadura fue la complicidad patronal que recibió el gobierno de facto por parte de numerosas empresas. La historiadora Victoria Basualdo (2006) analiza algunos de estos casos donde se encuentran incluidas empresas del peso de Ford
 o Acindar que facilitaron listas negras a los militares de los empleados más politizados y que permitieron e incluso reclamaron intervención militar al interior de sus fábricas, e incluso proveyeron al régimen autoritario de lugares que funcionaron como centros clandestinos de detención en el mismo predio de la empresa, como fue el caso de Ford. En consecuencia, podemos decir acerca de las relaciones de poder de hoy, que la existencia de los grandes grupos económicos y la brecha existente entre las clases altas y las más bajas son consecuencia de esta etapa oscura de nuestra historia, en que se avanzó con todo el poder del fuego del estado dictatorial en la consolidación de esos grupos económicos a costa del silenciamiento a como diera lugar, de los que pudieran reclamar.

Como señalábamos, el Proceso de Reorganización Nacional, acuñado por la Junta Militar que se instaló en la Argentina en 1976, tuvo por objeto dejar indefensa a la población, para poder dominarla e instaurar un nuevo modelo económico, basado en la acumulación rentística y financiera (Rapoport, 2000), donde el mercado se haría cargo de la regulación de la economía y disciplinaría así a la fuerza de trabajo. El designado ministro de Economía, José Alfredo Martínez de Hoz, hizo gran hincapié en controlar los reclamos sociales, para lo cual ideó mecanismos tendientes a reducir los salarios reales y, por lo tanto, a comprimir la capacidad de compra, generando una transferencia de ingresos desde los sectores asalariados, hacia los grandes grupos económicos.

La crisis fue un método muy eficiente para disminuir la conflictividad social, acallar los reclamos y hacer que las personas adoptasen posturas defensivas y no ofensivas. Para “ayudarse”, el Estado terrorista llevó a cabo una serie de modificaciones “legales” y no legales, apuntadas específicamente a disciplinar a la fuerza de trabajo, como por ejemplo, implementando la supresión de las actividades gremiales y del derecho a la huelga, la intervención de sindicatos, las reformas de la Ley de Contrato de Trabajo y las convenciones colectivas salariales (Rapoport, 2000), entre otras. Al mismo tiempo, se llevaron a la práctica infinidad de medidas tendientes a abrir la economía nacional y promover las exportaciones, igualando al capital nacional con el extranjero y provocando el cierre de gran cantidad de industrias y de pequeñas y medianas empresas. Se puso en práctica un “mecanismo perverso de destrucción del aparato productivo y especulación financiera, mientras se generaba una pesada deuda externa (debido al boom crediticio y a la apertura de las inversiones en actividades especulativas) que hipotecaría el futuro de nuestro país” (Rapoport, 2000), y que sentaba las bases de una “oculta” y profunda transformación estructural de la Argentina.

Este plan económico no se basaba solo en factores internos, sino que, y fundamentalmente, “coincidía” con la coyuntura internacional. La ampliación de los mercados financieros, la internacionalización y liberalización de la economía, el boom del crédito y la especulación, eran las ideas dominantes del momento. Los grandes centros de la economía mundial y los organismos internacionales presionaban a su vez para que los países periféricos, o en desarrollo, se insertaran en los nuevos circuitos financieros (Rapoport, 2000).
Asimismo, el factor internacional principal, caracterizado por un fuerte anticomunismo estadounidense enmarcado en la bipolaridad y la “Guerra Fría”, sirvió de “motivo adicional” para apoyar a los sucesivos golpes de Estado en América latina y propiciar todas las condiciones y la ayuda necesarias para su puesta en práctica. Su objetivo fue precisamente atacar al campo popular, a los trabajadores, que hasta el momento del último golpe de Estado, y sobre todo a principios de la década de 1970, habían desarrollado una increíble fuerza de movilización y negociación, gracias a su larga historia de luchas y resistencia obrera. Dejar sin cabeza al movimiento obrero, eliminando a los líderes sindicales, las comisiones internas, y todo tipo de organización sindical que no adhiriera a las “nuevas” líneas del régimen castrense, fue el objetivo. El enemigo descripto por los militares incluía también a organizaciones estudiantiles y políticas de oposición.

Las persecuciones, asesinatos, torturas y desapariciones a las que sometieron a militantes políticos se ampliaron a sus familiares, amigos y posibles conocidos, induciendo así al terror que se irradiaba desde los centros clandestinos a la totalidad de la población. En este punto, tenía lugar un juego de visibilidad/invisibilidad en donde la clandestinidad de los centros tenía más que ver con su carácter de ilegalidad que de ocultos, ya que en muchos casos estaban ubicados en zonas urbanas lo cual permitió que los vecinos vieran el movimiento de autos, la entrada de personas vendadas a los centros clandestinos de detención y tortura, la salida de cadáveres, y hasta pudieran escuchar los gritos de los torturados. Todo esto irradió el terror/temor en toda la sociedad; y fue desde allí que la dicotomía saber/no saber se diluyó, tomando relevancia la responsabilidad colectiva.
Las sublevaciones militares, lejos de provocar una unificación de la clase política y las fuerzas sociales organizadas en defensa de la democracia, obtuvieron inmediatamente el apoyo, público o no, de un sector de la sociedad que abrió puertas al militarismo:
Así se comprende que, en una situación de interdependencia que conduce a la militarización de la vida política y a la politización aceptada de las instituciones militares, el retorno al modelo constitucional liberal parece poco probable. Menos comprensible es, sin duda, en vista de los procedimientos codificados y aceptados, el nivel de violencia excepcional del golpe de Estado de marzo de 1976 que lo asemeja a un proceso de ruptura contrarrevolucionaria y que ha sumido al país en uno de los períodos más negros e inciertos de su historia. (Rouquié, 1984: 307).

Desde el mismo día del golpe de Estado, la dictadura provocó la clausura de las prácticas políticas e implementó sistemática y metódicamente una represión violenta. Poco a poco, a pesar de las medidas autoritarias y de las amenazas, a pesar de los secuestros y las desapariciones comenzaron a escucharse voces que se expresaron de múltiples y variadas maneras: la sociedad respondió con resistencia. Desde la ética y los principios, estas voces, estas personas, reclamaban por sus derechos: se trataba de superar el silencio. Primero fueron denuncias aisladas, búsquedas individuales, presentaciones de hábeas corpus; luego, un conjunto de organismos de defensa de los derechos humanos comenzó a hacer denuncias públicas en el país y en el exterior. La mayoría de estos organismos se fundaron como consecuencia de la magnitud de la represión. Otros ya tenían historia en la Argentina.
El movimiento por los derechos humanos
La tortura no era un método para arrancar información,

sino una ceremonia de confirmación de poder.

En un largo y solemne ritual,

a los indios rebeldes les cortaban la lengua y después

los torturaban para obligarlos a hablar.

Eduardo Galeano
.
Frente al régimen político represivo
 vivido, familiares de personas que eran secuestradas y detenidas, abogados, periodistas, militantes de organismos que luchaban por reivindicaciones de derechos humanos, por el fin de la dictadura y el retorno de la democracia. En busca de actores este grupo de personas, se encarna en un proyecto con una idea detrás que rebasa la materialidad; compuesto entonces por actores-sujetos que procuran dominar el entorno tratando de afirmarse como tales.

Con la última dictadura argentina, a partir de la realidad de los secuestros y desapariciones, frente a esta situación de injusticia, varias mujeres, madres, comenzaron la búsqueda desesperada de sus hijos e hijas por todas partes, sin encontrar respuestas. Al ver que siempre eran las mismas caras procurando información sobre el mismo tema decidieron ir juntas a los lugares para reclamar por la desaparición de sus hijos e hijas. Taty Almeida lo describe así: “Detrás de cada madre hay una historia de vida, porque si no hubiera sido por la desaparición de nuestros hijos no nos hubiéramos conocido, porque cada una tenía su grupo, sus amistades, su familia”.

Desde ese momento, todas las semanas se reunían en el mismo lugar, “hasta que un día, la policía nos dijo que no podíamos estar reunidas porque había estado de sitio y que debíamos caminar. Ellos nos impulsaron a caminar: caminen de a dos, circulen, circulen, y nos tomamos del brazo y empezamos a caminar así ya constantemente. Llegábamos a la Plaza y nos poníamos en marcha para que la policía no nos corriera”.

Esas mujeres, madres de jóvenes con ansias de justicia que se proponían transformar la realidad, emergieron de los escombros del terrorismo de Estado: circulaban pidiendo justicia. Caminaban del brazo por la Plaza de Mayo para que no las echaran: querían conocer el paradero de sus hijos e hijas. Enfrentaban de forma consistente al régimen castrense ante el silencio de otros canales clásicos de “participación popular”. Organizadas, ya no era cada una madre de su propio/a hijo/a sino madres de todos/as los/as que desaparecían y secuestraban. Su pedido se hizo colectivo. Así es como frente a la desesperación de saber el paradero de sus hijos/as, las madres, unidas, consiguieron la fuerza y la estimulación para movilizarse: no sólo a ellas sino también a sus familiares y a una parte de la sociedad que, fruto de la represión, se encontraba inactiva. Comenzaron, de esta manera, a producir un cambio, “un principio de actividad, de transformación dinámica de la sociedad, donde fines y medios son coherentes desde una ética profundamente arraigada, donde los sujetos actúan políticamente sin hacer de otros sujetos un instrumento.” (Serpaj Argentina, 2003: 4).
Con su cabeza cubierta por un pañuelo blanco como símbolo del pañal de sus hijos/as, fueron el primer grupo que desafió públicamente a la dictadura con manifestaciones simbólicas, noviolentas. “Locas de la Plaza de Mayo” las llamaron, aunque luego pasaron a ser las “Madres de la Plaza de Mayo”. Mujeres con una entereza y una fuerza moral indescriptible difundían y denunciaban pública y pertinazmente las violaciones y la injusticia. Asimismo, con la ayuda de otros organismos de derechos humanos, consiguieron solidaridad internacional: traspasaron las fronteras de su lucha. Una conocida postal de la campaña de solidaridad con las Madres de Plaza de Mayo de organismos internacionales de defensa de los derechos humanos decía: “No estáis solas: cada jueves nuestro corazón vuela hacia la Plaza”.

En 1980 se le agrega a su lucha un deseo, una acusación, una consigna: “Aparición con vida”, pues su carga emotiva y su política estratégica, pese a saber que la mayoría de las personas desaparecidas fueron asesinadas, representa que “si no están con vida, hay muchos responsables y entonces es ahí donde la justicia tiene que actuar”.

La Plaza de Mayo se convirtió en el lugar central de la memoria: allí comenzaron y continúan sus rondas las Madres de las personas secuestradas y desaparecidas. Las Madres de Plaza de Mayo son las Madres del Pueblo, son las “Madres Coraje”.
 Con su organización, su lucha incesante, su posición firme e intransigente frente a la represión y la injusticia, ellas se han convertido en uno de los movimientos noviolentos más importantes. Son las Madres de la resistencia: su empeño, su accionar, sus objetivos son procurar y resistir en defensa a la vida y por el derecho a la verdad y la justicia, contra la pasividad del silencio de un pueblo reprimido. “Las Madres Coraje son un ejemplo de dignidad” (Pérez Esquivel, 1995: 46): enfrentaron con valor, coraje, conciencia y organización a la violencia de la dictadura. La lucha de las Madres demostró que pudieron enfrentar a la represión sin violencia, pidiendo justicia, movilizando al pueblo, haciendo eco de sus voces con la prensa y la difusión en busca de la información acerca de lo que hicieron los militares con sus hijos e hijas. Ganaron la Plaza con sus pañuelos blancos; con su valor y conciencia, midieron sus fuerzas noviolentas por la Verdad y la Justicia contra la violencia de los opresores y sus armas, contra la irresponsabilidad social.

Las Madres de la Plaza de Mayo se encontraron en la misma situación de injusticia, tratando de denunciar lo que ocurría con sus hijos e hijas. La dictadura provocó que utilizaran estrategias en busca del objetivo final: pedir justicia, saber qué pasó con sus hijos e hijas, encontrarlos. Estos pequeños y dinámicos pasos estratégicos se sostuvieron con diversas acciones de resistencia. Ellas son las que germinaron la unidad de todos aquellos movimientos sociales de derechos humanos que buscaban lo mismo. Su accionar de la ronda por la Plaza de Mayo, todas las semanas, pidiendo justicia (siendo conscientes de la existencia de la injusticia), procurando información, denunciando con valor y coherencia, se convirtió luego en la difusión de sus pedidos y la solidaridad de otros organismos de defensa de derechos humanos que las ayudaron.

Las estrategias de resistencia de las Madres de Plaza de Mayo se sintieron desde su inicio, siempre fueron de acuerdo al derecho que defendían y defienden. Desde que sucedieron las desapariciones, los secuestros, las torturas, ellas primero se unieron intentando buscar a sus hijos/as, pidiendo “Verdad y Justicia”. A través del tiempo y del momento político fueron sumando pasos estratégicos tales como “Aparición con Vida”, “Juicio y Castigo a los Culpables”, “Ni Olvido Ni Perdón”, “Nunca Más”. Sus métodos de acción desde el comienzo fueron claros: no podían estar reunidas entonces caminaban, rondaban la Pirámide de Mayo con los pañales de sus hijos/as en las cabezas, luego sumaron pancartas y fotos de los/as desaparecidos/as, y marchaban y difundían la injusticia por la que pasaba la Argentina.
� Definida por algunos autores como “una utilización programada del poder, incluyendo el uso de la fuerza como instrumento de la política” (Lanús, 1978: 22).


� En inglés, North Atlantic Treaty Organization (NATO).


� Podemos recordar los acuerdos bilaterales entre la URSS y Polonia, Checoslovaquia, Rumania, Bulgaria, Albania y Hungría, el Tratado de Amistad, Cooperación y Asistencia Mutua entre dichos países, incluyendo a Alemania Oriental, de mayo de 1955, y el Tratado de la URSS con China Continental, del 14 de febrero de 1950.


� La Organización de los Estados Americanos (OEA) es un organismo regional con el objetivo de ser un foro político para el diálogo multilateral, integración y la toma de decisiones de ámbito americano creado en mayo de 1948. La Declaración de la OEA dice que trabaja para fortalecer la paz y seguridad, consolidar la democracia, promover los derechos humanos, apoyar el desarrollo social y económico y promover el crecimiento sostenible en América. En su accionar busca construir relaciones más fuertes entre las naciones y los pueblos del continente. Fuente: http://www.oas.org/es/


� Veáse Baez (2003); Ballester (1987: 45-50; 1993 y 2003); Feierstein (2009); Leal Buitrago (2003); Littuma (1974); Mazzei (2002); Nina (1978); Riquelme (1992); Robin (2005); Rouquié (1984: 385); Weiner (2008).


� En inglés, National Security Act, Nº 153, Pub. L. Nº 235, 80 Cong., 61 Stat. 496.


� En inglés, Central Intelligence Agency.


� El Acta de Seguridad Nacional, firmada Truman, da vida a la CIA que es heredera de la antigua Oficina de Servicios Estratégicos (OSS –en inglés, Office of Strategic Services) que había sido organizada por orden del presidente Franklin D. Roosevelt para combatir a Italia, Alemania y Japón, durante la Segunda Guerra Mundial.


� En inglés, National Security Council.


� Énfasis del autor.


� Señalada en el Capítulo I de este trabajo.


� Para profundizar la dinámica y el contenido de dichas Conferencias, véase Ballester (1993: 62-64). Al respecto, este autor comenta que contando ya con un adecuado marco legal, el sistema buscó el compromiso institucional de las más altas autoridades castrenses de cada país, de las que surgiría, además, una suerte de “relaciones diplomáticas paralelas”. Por un lado, las relaciones internacionales eran llevadas por las correspondientes cancillerías pero, por otro, las relaciones en el orden militar –y a veces más aún- las establecían directamente entre sí las Fuerzas Armadas, las que luego presentaban hechos consumados a sus respectivos gobiernos. “La trascendencia de su accionar se incrementaba durante las dictaduras militares.”


� En el libro Proyecciones geopolíticas hacia el tercer milenio. El dramático futuro latinoamericano caribeño, Horacio Ballester (1993: 60) describe lo siguiente entre los antecedentes de la DSN: “En 1942, producido ya el ataque japonés contra Pearl Harbour e ingresado Estados unidos en forma activa en la II Guerra Mundial, se realizó en Río de Janeiro la Tercera Reunión de Consulta de Cancilleres, en la que se resolvió la inmediata convocatoria a Washington de técnicos militares y navales para estudiar y sugerir medidas para la defensa del continente. Surgió así la que después fuera llamada JID cuyas misiones principales incluyeron: estudiar y sugerir medidas para la defensa continental; actuar como órgano de preparación de los planes militares; mantener al día el planeamiento militar para la defensa común. (…) El trabajo de la JID fue muy eficiente, y respondiendo a los intereses del Departamento de Estado y del Pentágono estadounidense, por medio de sus ‘recomendaciones’ (eufemismo bajo el que disfrazan sus ‘órdenes’), fue fijando progresivamente a los países latinoamericanos las hipótesis de guerra que debían enfrentar, el enemigo por combatir, la doctrina para hacerlo, las armas por utilizar, etcétera. Así, desde 1942, fueron nuestros enemigos (o dejaron de serlo cuando así nos lo ‘recomendaron’) alemanes, japoneses, italianos, rusos, chinos, cubanos, nicaragüenses, etc. Con el correr del tiempo, el enemigo –además de material– se hizo también ideológico: el comunismo internacional. Surgió entonces la nefasta DSN, que establece taxativamente que el único enfrentamiento internacional existente en el mundo es el Conflicto Este-Oeste, conocido también como Oriente contra Occidente; a él debieron subordinar todo su accionar las naciones en desarrollo emplazadas en cada una de las zonas de influencia que las dos superpotencias asignaran casi al terminar la Segunda Guerra Mundial en la ciudad de Yalta”.


� La Escuela de las Américas tuvo su sede en Panamá entre 1946 y 1984. Surgió como iniciativa en el marco de la Doctrina de la Seguridad Nacional en Fort Amador, Panamá, con la denominación inicial de Latin American Training Center-Ground Division (Centro de Entrenamiento Latinoamericano-División de Tierra). En 1950, la escuela se renombró como United States Army Caribbean School (Escuela del Caribe del Ejército de Estados Unidos) y fue trasladada a Fort Gulick, Panamá; ese mismo año se adoptó el español como idioma oficial de la academia. En julio de 1963, el centro se reorganizó bajo el nombre oficial de United States Army School of Américas, o más conocido como Escuela de las Américas. “Su misión principal era fomentar o servir como instrumento para preparar a los Estados latinoamericanos a fin de cooperar con Estados Unidos y ‘mantener así un equilibrio político contrarrestando la influencia creciente de organizaciones populares de ideología marxista o movimientos sociales de corte izquierdista’, pero en la práctica fue el instrumento ideológico de violación de los procesos democráticos y populares del subcontinente. Ello se enmarcaba en el nuevo escenario internacional de la ‘Guerra Fría’ entre las potencias aliadas y la Unión Soviética.” (Barrios, 2009: 162-163).


� Entendida como “el arte de aplicar los recursos de una Nación o coligación de Naciones (inclusive sus fuerzas armadas), con la finalidad de promover efectivamente la consecución de sus objetivos vitales, asegurándolos contra cualquier clase de enemigos reales, potenciales o simplemente presumibles” (Littuma, 1974: 11).


� Énfasis del autor.


� Énfasis mío.


� Cf. Chefes do Estado-Major Conjunto (1994), Dictionary of Militar and Asociated Terms, JCS Joint Pub 1-20 (Washington: GPO, DOD, 23 de março), citado en Jablonskly, David: “O poder nacional”, en Military Review.


� Joseph Raymond McCarthy, senador por Wisconsin, inició una persecución implacable contra los comunistas o sospechosos de serlo, al menos para él. El “macartismo” se origina entonces en un episodio de la historia de Estados Unidos entre 1950 y 1956 durante el cual McCarthy desencadenó un extendido proceso de delaciones, acusaciones infundadas, denuncias, interrogatorios, procesos irregulares y listas negras contra personas sospechosas de ser comunistas. Los sectores que se opusieron a los métodos irregulares e indiscriminados de McCarthy denunciaron el proceso como una “caza de brujas” y llevó al dramaturgo Arthur Miller a escribir su obra Las brujas de Salem (1953).


� Según Ballester (1993: 61), “precisamente el que se necesita para combatir al enemigo interior”.


� Esto se constata al conocer que al primer curso de guerra contrarrevolucionaria, organizado por franceses y argentinos en Buenos Aires (hace medio siglo), los oficiales estadounidenses no asistieron como profesores sino como alumnos, “junto con los de otra docena de naciones que estaban preparando sus propias guerras sucias” (Robin, 2005: 8).


� Al respecto, el cubano Servando Valdés Sánchez (1998, 79) explica que “este plan señalaba seis áreas de particular significación, teniendo en cuenta el desarrollo industrial, la producción de materiales esenciales, el tráfico marítimo y la situación geográfica. Las áreas eran: los Estados Unidos y Canadá, el Caribe (Panamá-Galápagos), Brasil, Río de La Plata-Comodoro Rivadavia, el extremo sur del continente y el área del Pacífico Sur. A los efectos de la defensa del tráfico marítimo y con el objetivo de señalar la zona de acción de cada país, o grupo de países, se establecieron tres sectores: Caribe-Panamá-Galápagos, Atlántico Sur y Pacífico Sur.”


� La influencia doctrinaria y metodológica del ejército francés sobre el argentino, entre 1957 y 1962, se puntualiza también en Mazzei (2002: 106-107): “La renovación temática, programática y pedagógica de la Escuela Superior de Guerra comenzó hacia 1957, y se reflejó –inmediatamente– en su principal órgano de difusión, la Revista de la Escuela Superior de Guerra.”. Veáse además Angelone (2008); Ballester [et.al.] (1987); Ballester (1993 y 2003); Barbero y Godoy (2003); Barrios (2009: 163), López (1985, 2001 y 2010); Mazzei (2002); Robin (2005) y Ranalletti (2005 y 2009). Para un análisis acerca de la aplicación de la doctrina de “la guerra revolucionaria” en el seno del ejército francés recomiendo Périès (s/f, 2001 y 2007).


� Oficiales que ingresaron a la Argentina en forma clandestina para huir de las condenas de muerte por su participación en la OAS. (Robin, 2005: 7).


� Charles de Gaulle (1890-1970), político y militar francés, la figura más destacada en la creación de la V República francesa y su primer presidente (1959-1969).


� Sobre todo en su libro Seguridad Nacional y Sedición Militar, publicado en 1987, en Buenos Aires, por la editorial Legasa. También véase López (1985; 1994, 2001 y 2010).


� Veáse la conferencia “Significado de la defensa nacional desde el punto de vista militar” de Perón, la cual puede consultarse en Perón, Juan Domingo (1982): Perón y las Fuerzas Armadas (Buenos Aires: Peña Lillo).


� La relación intrínseca de la matriz religiosa con la doctrina militar de la dictadura se puede encontrar en libros como los de Jordán Genta (1977), Julio Meinvielle (1974), Carlos Alberto Sacheri (1980), para quienes la “formación ético-política del militar argentino” resultaba central en la educación castrense. Un análisis muy interesante de esta relación puede verse en los textos del investigador Mario Ranaletti (2005 y 2009).


� Véase, por ejemplo, Genta (1978).


� “Esta línea de análisis ha sido planteada por el coronel Prudencio García en su trabajo sobre el militarismo argentino, retomando en parte el estudio pionero de Alain Rouquié; además, Franck Lafage ha avanzado en el mismo sentido. García, Prudencio: El drama de la autonomía militar. Argentina bajo las Juntas Militares, Alianza, Madrid, 1995; Lafage, Franck: L’Argentine des dictatures 1930-1983. Pouvoir militaire et idéologie contre-révolutionnaire, L’Harmattan, Paris, 1991; Rouquié, Alain: “La tentación del catolicismo nacionalista en la República Argentina”, en: Rouquié, Alain: Autoritarismos y democracia. Ensayos de política argentina, Hachette, Buenos Aires, 1994, págs. 83-139.” Citado en Ranaletti (2005: 287-289).


� El énfasis es del autor.


� Raoul Albin Louis Salan (Roquecourbe, 10 de junio de 1899 - París, 31 de julio de 1984). El 2 de agosto de 1917 se enrola en el ejército para combatir en la I Guerra Mundial. El 21 de agosto de 1917 es admitido en la academia de Saint-Cyr en la promoción La Fayette, donde realizó estudios militares y se gradúa el 25 de julio de 1918. Como oficial del ejército francés, combatió durante las dos Guerras Mundiales, sirvió en la Guerra de Indochina y en la Guerra de Independencia de Argelia. Salan junto con los generales Challe, Zeller y Jouhaud organizaron el fallido Putsch de Argel para derrocar al entonces Presidente de la República Francesa Charles de Gaulle, tras haber fundado junto con otros militares franceses la OAS. Para el general Salan, la OAS no era una organización política, “sino un verdadero ejército destinado a movilizar a los franceses sobre el terreno esencial de la defensa de las libertades fundamentales, de la justicia social y del territorio nacional”.


� El énfasis es del autor.


� El énfasis es del autor.


� Una organización del nacionalismo catolicismo francés, vinculada con la OAS, fundada en 1946 por Jean Ousset (28 de julio de 1914 – 20 de abril de 1994).


� Las cursivas son del autor.


� Las cursivas son del autor.


� Que, como ya dijimos, es construida por sectores de las fuerzas armadas francesas a partir de su experiencia en las luchas contra los movimientos de Liberación Nacional en Indochina y Argelia.


� Así se titula uno de los libros escritos por el historiador brasileño Julio José Chiavenato, como resultado de una investigación sobre el stronismo.


� Especializado en Estados Unidos y Brasil, fue autor de dos libros obligatorios de dicha institución: Doctrina de la Seguridad Nacional (1974) y La Nación y su seguridad (1975).


� Orden General N° 24, Cuartel General, Ayudantía General, Asunción, República del Paraguay, 14 de febrero de 1974. Impresa en la primera página de Littuma (1974), editado por Publicaciones de las Fuerzas Armadas Nacionales del Paraguay.


� Véase también el Capítulo II de este trabajo.


� El trabajo “Dominación política y legitimidad: El stronismo en el contexto de América latina” de Lorena Soler (2009c), da cuenta de la aseveración de que el régimen de Stroessner se configuró a la manera de una dominación patrimonialista caracterizada por Max Weber (1993). Véase también Rouquié (1981), quien, interesado por diferenciar las características que asumen las distintas dictaduras perpetradas en el Cono Sur latinoamericano, logra diseccionarlas y distinguirlas según su legitimidad y tipo de dominación.


� La construcción del orden político y la legitimidad de la dictadura stronista son descriptos detalladamente en los trabajos de investigación de Lorena Soler (2009a; 2009b y 2009c).


� Según Rouquié (1984), la DSN no puede ser entendida como proveedora de una nueva legitimidad sino sólo como un medio para generar consensos activos en el seno militar, creando argumentos corporativos para justificar la intervención política del ejército y la presencia prolongada del poder.


� Sobre las leyes como instrumentos de subyugación, véase Blanch (1991: 333).


� Véase el Capítulo II de este trabajo.


� Véase, entre otros, Franco (2005); Neri Farina (2003: 157-188); García Lupo (1989); Chiavenato (1980); Cidh (1978; 1987 y 2001).


� Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores (2006): El andar a los derechos humanos en el Paraguay: Informe 2005-2006 (Asunción: Congreso de la Nación, Comisión de Derechos Humanos, Cámara de Senadores), p. 210. Citado en Cavallaro y Villagra (2007: 7).


� Voz guaraní que literalmente significa “pie velludo”. Su connotación con el funcionario delator es que en cada lugar que pisa toma información. La traducción al castellano de pyrague es, entonces, espía, delator.


� La traducción es mía.


� El 20 de septiembre de 2008, el diario paraguayo ABC, publicó una lista de los colaboradores de la dictadura encabezada por Alfredo Stroessner en una nota titulada “Más de 2.800 torturadores y pyrague tuvo el autoritario sistema stronista”, disponible en: http://archivo.abc.com.py/2008-09-20/articulos/452675/mas-de-2-800-torturadores-y-pyrague-tuvo-el-autoritario-sistema-stronista. Véase también Chiavenato (1980: 13-19).


� La guerra psicológica es uno de los principales mecanismos heredado de la doctrina contrarrevolucionaria francesa, cuya lógica era “el que no colabora es traidor”. Véase, entre otros, Mazzei (2002).


� En 2009, el libro fue traducido al castellano por Guido Rodríguez Alcalá, y editado por la editorial paraguaya Intercontinental, con el título El Paraguay y Estados Unidos. El 24 de agosto de 2009 (momento en el que me encontraba en Paraguay para mi trabajo de campo) fue presentado en la Galería Agustín Barrios del Centro Cultural Paraguayo Americano ubicado en la capital paraguaya, Asunción. Para ver la difusión mediática que obtuvo esta actividad organizada por la embajada estadounidense en el Paraguay se puede visitar http://www.abc.com.py/nota/17058-la-historia-en-comun-entre-nuestro-pais-y-estados-unidos/.


� Su biografía puede consultarse en la página web del Departamento de Defensa de Estados Unidos. Disponible en: http://www.defense.gov/bios/biographydetail.aspx?biographyid=218.


� Aquí vale la pena detenerse un momento y transcribir lo que dicen Mora y Cooney respecto de la ayuda de su país en la remoción del presidente guatemalteco: “La era del anticomunismo estadounidense en la región comienza a principios de los años 1950 cuando Washington decidió dedicarse al tema de la reforma económica y social en Guatemala como un caso piloto de esa política en América latina. Alegando que el gobierno del presidente Jacobo Arbenz no sólo tenía lazos con el bloque de los países soviéticos sino que también estaba influido por los Comunistas, comprometido en nacionalizar la propiedad privada, estableciendo un régimen hostil a la democracia y la seguridad hemisférica, Estados Unidos organiza un esfuerzo diplomático y secreto para derrocar a Arbenz en 1954.” (2007: 125). La traducción es mía.


� Los autores mencionan a Somoza, Pinochet y militares centroamericanos.


� La traducción es mía.


� Véase Calloni (2006).


� El presidente boliviano Juan José Torres, derrocado por un golpe de Estado dirigido por Hugo Banzer, el 21 de agosto de 1971 con el apoyo de sectores conservadores brasileños y parte de la colonia alemana en Bolivia. Partió al exilio, primero en Perú, después a Chile y finalmente a la Argentina, donde fue secuestrado y asesinado el 2 de junio de 1976, en el marco del Operativo Cóndor (lo que implicaba la colaboración de las dictaduras de Hugo Banzer y Jorge Rafael Videla).


� Véase Calloni (1999 y 2006), García Lupo (1989) y Salinas (2006: 6-8). Para profundizar este tema, léase también Périès (2001), Sivak (1998) y Dinges (2004).


� La periodista Stella Calloni (2006: 11) señala que “la CIA promovió una mayor coordinación entre los servicios de inteligencia de la región [del Cono Sur]. Un historiador estadounidense atribuye a un operativo de la CIA la organización de las primeras reuniones entre funcionarios de seguridad (…) para discutir la vigilancia de los exiliados políticos (…) Pero los Estados Unidos hicieron más que organizar los encuentros. La división de servicios técnicos de la CIA suministró equipos de tortura eléctrica (…) y ofreció asesoramiento sobre el grado de shock que el cuerpo humano puede resistir. Los agentes de seguridad latinoamericanos también recibieron entrenamiento de la CIA para la fabricación de bombas en la sede de la oficina de Seguridad Pública del Departamento de Estado en Texas.” Sobre esta información Calloni cita la siguiente fuente: Langguth, A. J. (1978): Hidden Terrors New York (Nueva York: Panteón). pp. 123, 124, 142, 242 y 251.


� Extracto de uno de los cables que funcionarios de la embajada de Estados Unidos en Buenos Aires de la época enviaban al Buró Federal de Investigación (FBI, por las siglas en inglés de Federal Bureau of Investigation).


� La Operación Cóndor “consistía en el intercambio mutuo de refugiados y opositores al régimen reinante en esos países” (Sotero, 2005: 9). Esta cooperación hizo posible el intercambio de información y de prisioneros, los asesinatos conjuntos. Mediante esta organización multinacional del crimen “un exiliado político podía ser secuestrado, tomado como rehén, llevado a través de las fronteras, torturado y desaparecido sin ninguna autorización judicial” (Calloni, 2006: 12).


� Cf. Racine, Jean (1962): “Británico”, en Británico/Berenice/Bayaceto, Colección Crisol, Nº 16, 2ª edición (Madrid: Aguilar). [Británico (Britannicus) es la segunda de las grandes tragedias del dramaturgo francés Jean Racine, la cual fue estrenada el 16 de diciembre de 1669].


� Se detalla en forma extensa el descubrimiento y contenido de los “archivos del terror” en Boccia Paz, González, Palau Aguilar (2006); y en Calloni (1999 y 2006). Estos archivos se encuentran a disposición del público a través de la base de datos del Centro de Documentación y Archivo para la Defensa de los Derechos Humanos del Paraguay. Disponible en: http://www.pj.gov.py/cdya/ (última visita en diciembre de 2010).


� Ley 16.970, B.O. de la República Argentina, 10/10/1966.


� Véase el Capítulo II de este trabajo.


� Pues, como dijéramos otrora, en el caso argentino, específicamente, un grupo de oficiales superiores, que había realizado estudios en institutos militares franceses, importó la doctrina, y hasta trajo a asesores militares de esa nacionalidad que vinieron a sumar esfuerzos en la consolidación doctrinaria de la llamada Seguridad Nacional, como un sistema que empujó a las fuerzas armadas a asumir roles que no les eran propios, con sus correspondientes fracasos.


� Decreto Ley N° 4161 de “Prohibición de elementos de afirmación ideológica o de propaganda peronista”, sancionado el 05/03/1956, publicado en el Boletín Oficial (B.O.) de la República Argentina, 9/03/1956.


� Véanse: Decreto Secreto N° 9.888, del 14/11/1958; Decreto N° 2.628, del 13/03/1960; y Decreto N° 2.639, del 16/03/1960.


� Ver texto completo en Baschetti (1997: 177-185).


� En esta línea cabe recordar la influencia de la iglesia católica que logró que el gobierno de Frondizi permitiera (mediante leyes impulsadas en este sentido) el crecimiento de la educación privada, mayoritariamente religiosa, y a la que se le destinó fuertes subsidios (los que desde luego serían restados de lo dispuesto para la enseñanza pública, gratuita y laica, ya que el presupuesto destinado a la educación no varió). Este apoyo a la educación confesional resulta parte del concepto de la defensa de la civilización occidental y cristiana; en este caso: occidental y católica.


� Sancionada y promulgada por el Poder Ejecutivo, el 16 de junio de 1971.


� Con la excepción de Justo (que resulta electo presidente de una coalición conservadora en febrero de 1932, tras el golpe de Estado de 1930 -en el cual participó- que derrocó al presidente radical Yrigoyen) y de Perón (elegido constitucionalmente en febrero de 1946 gracias al apoyo del movimiento obrero; ya era el hombre fuerte del régimen militar instaurado por la “revolución” de junio de 1943), ambos generales y probablemente no hubieran llegado al poder de no haber sido por un oportuno golpe de Estado que les proporcionó los recursos políticos para acceder a la primera magistratura con el apoyo del Ejército. (Rouquié, 1984: 304).


� Véase el Capítulo II de este trabajo.


� Entrevista de la autora a Taty Almeida, encargada de prensa de Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, 25/01/2010.


� Terrorismo de Estado entendido como acción terrorista estatal en la que: el Estado utiliza sus propias fuerzas y recursos para cometer acciones de terrorismo; el Estado recluta agentes externos para que cometan acciones terroristas; el Estado mantiene relaciones con determinadas organizaciones a quienes recurre para llevar a cabo determinado acto según los intereses de ese Estado (Richardson, 2006). Véase también Feierstein (2009).


� En mayo de 2013, dos ex gerentes y el ex jefe de seguridad de la empresa Ford en la última dictadura cívico- militar fueron procesados como partícipes necesarios del secuestro de 24 obreros en 1976, cuyos datos personales y fotografías se suministraron a los militares, y por haber permitido montar un centro clandestino de detención dentro del predio de la fábrica. Información disponible en: http://www.argentina.ar/temas/pais/19045-lesa-humanidad-procesan-a-ex-directivos-de-ford-por-secuestros


� Galeano, Eduardo (1989): El libro de los abrazos (Buenos Aires: Siglo XXI).


� En el cual la forma cómo se resuelven los conflictos y demandas sociales se canaliza a través de la represión y el terror.


� Entrevista de la autora a Taty Almeida, encargada de prensa de Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, 25/01/2010.


� Cf. Relato de los inicios de las Madres de Plaza de Mayo (1983).


� Nora Cortiñas en 1985.


� Por Adolfo Pérez Esquivel.
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